El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
Providencia:

Consulta incidente de desacato

Radicación No:
66001-31-05-004-2017-00527-01
Accionante:

María Graciela Zuleta de Salazar

Agente oficioso:
Flor Alba Salazar Zuleta

Accionados:

Medimás EPS S.A.S

Juzgado de origen:
Cuarto Laboral del Circuito de Pereira

Temas:

INCIDENTE DE DESACATO / DERECHO A LA SALUD / TRÁMITES ADMINISTRATIVOS NO JUSTIFICAN INCUMPLIMIENTO.
La Corte Constitucional ha señalado, que en el evento de presentarse el desconocimiento de una orden proferida por el juez constitucional, el ordenamiento jurídico tiene prevista una oportunidad y una vía procesal específica, con el fin de obtener que las sentencias de tutela se cumplan y, para que en caso de no ser obedecidas, se impongan sanciones que son pecuniarias y privativas de la libertad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991, la que en todo caso debe ser consultada con el superior jerárquico.

De lo expuesto, emerge con claridad el sujeto obligado, las acciones a ejecutar y el término para hacerlo, las que aún no se han cumplido, como lo afirmó la agente oficiosa de la persona a quien se le tutelaron sus derechos a la salud, vida digna; negación indefinida que no se ha desvirtuado.   (…)
Negligencia que persiste, a pesar de lo manifestado por la agente oficiosa en esta instancia (fl. 4 c.2) de que se le señaló fecha para el 24-09-2018 con el especialista para que autorice la entrega del medicamento y que se justifica la accionada para la demora en la realización de la cirugía, por encontrarse en vacaciones uno de los médicos cirujanos; trámites administrativos que no se compadecen con la situación de la señora  María Graciela Zuleta de Salazar, persona de 80 años de edad (fl. 14) y el tiempo que ha mediado entre la orden dada mediante sentencia de tutela y la sanción impuesta en este trámite incidental – 10 meses-. 

 RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Ponente

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, dieciocho (18) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

Acta número ____ de 18-09-2018
En virtud de lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, se procede a revisar, en grado jurisdiccional de consulta, el auto de fecha de 10-09-2018 proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, mediante el cual resolvió sancionar los Doctores Julio Cesar Rojas Padilla y Néstor Orlando Arenas Fonseca, Representante Legal y Presidente de Medimás EPS S.A.S con arresto de dos (2) días y multa de dos (02) SMLMV, por incurrir en desacato de la sentencia proferida el 30-11-2017.
ANTECEDENTES

1. La agente oficiosa de la señora María Graciela Zuleta de Salazar allegó escrito el 13-08-2018, donde manifestó que lo ordenado en fallo de tutela adiado el 30-11-2017 no se había cumplido.
2. Con fundamento en lo anterior se efectuaron los requerimientos al representante legal de MEDIMAS EPS SAS Doctor Julio César Rojas Padilla (fls.17 y 18) y luego a su superior Doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca, para que cumpla y haga cumplir lo ordenado en la sentencia (fls.21,23 y 24); quienes notificados en debida forma no emitieron pronunciamiento alguno.
3. El 30-08-2018 el Juzgado dio apertura al incidente de desacato contra los mencionados, los que notificados, nuevamente guardaron silencio (fl.26 y 27), lo que dio lugar a que por auto del 10-09-2018 el Despacho los sancionara con dos (2) días de arresto y multa de dos (2) SMLMV.
CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico

¿Cumplieron los sancionados, lo ordenado en sentencia de tutela del 30-11-2017, consistente en autorizar el suministro del medicamento APIXABAM x 2.5 MG en cantidad y periodicidad prescrito, y autorizar la realización de la cirugía para el manejo de descompresión?
2. Fundamentos de la decisión

2.1 Fundamento jurídico

La Corte Constitucional ha señalado, que en el evento de presentarse el desconocimiento de una orden proferida por el juez constitucional, el ordenamiento jurídico tiene prevista una oportunidad y una vía procesal específica, con el fin de obtener que las sentencias de tutela se cumplan y, para que en caso de no ser obedecidas, se impongan sanciones que son pecuniarias y privativas de la libertad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991, la que en todo caso debe ser consultada con el superior jerárquico.

Los aspectos de fondo a resolver en el trámite incidental de desacato, a voces de la reiterada doctrina constitucional
 son: “El ámbito de acción del juez, definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente, le obliga a verificar en el incidente de desacato “(1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada)”
. De existir el incumplimiento “debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada”
.

2.2. Fundamento fáctico  

Examinada la sentencia de fecha 30-11-2017 se tiene que se ordenó a Julio Cesar Rojas Padilla, en su condición de representante legal de Medimas EPS AS (i) el suministro del medicamento APIXABAM x 2.5 MG en la cantidad y periodicidad prescrito; (ii) autorizar la realización de la cirugía para “manejo de descompresión” (iii)  brindar la atención integral a sus padecimientos, que guarden relación directa con la cirugía para el manejo de descompresión, fibrilación y aleteo auricular y (iv) el traslado para ella y un acompañante de necesitarlo para la cirugía. Para lo cual se dio un término de 48 horas.
De lo expuesto, emerge con claridad el sujeto obligado, las acciones a ejecutar y el término para hacerlo, las que aún no se han cumplido, como lo afirmó la agente oficiosa de la persona a quien se le tutelaron sus derechos a la salud, vida digna; negación indefinida que no se ha desvirtuado.

Por el contrario se reafirma con los documentos allegados (fls10 a 13), en el sentido de autorizarse el 14-02-2018 una interconsulta con especialista en Cardiología para renovar las órdenes de suministro de 2017 y agotar el trámite para realizar el procedimiento quirúrgico de manejo de descompresión, sin que a la fecha se haya efectuado la cita por falta de disponibilidad de agenda con el especialista.
Negligencia que persiste, a pesar de lo manifestado por la agente oficiosa en esta instancia (fl. 4 c.2) de que se le señaló fecha para el 24-09-2018 con el especialista para que autorice la entrega del medicamento y que se justifica la accionada para la demora en la realización de la cirugía, por encontrarse en vacaciones uno de los médicos cirujanos; trámites administrativos que no se compadecen con la situación de la señora  María Graciela Zuleta de Salazar, persona de 80 años de edad (fl. 14) y el tiempo que ha mediado entre la orden dada mediante sentencia de tutela y la sanción impuesta en este trámite incidental – 10 meses-. 
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se satisfacen en este asunto los requisitos objetivo y subjetivo para imponer las sanciones por desacato, por lo que habrá de confirmarse. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Laboral Del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia, objeto de consulta del 10-09-2018, según lo expuesto en la parte motiva. 
SEGUNDO. NOTIFICAR esta decisión por el medio más expedito a las partes y al juzgado de origen.

TERCERO. DEVOLVER el expediente al despacho de origen, en firme esta providencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CESAR SALAZAR
 MUÑOZ             FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES    
Magistrado                              


Magistrado
�Corte Constitucional. Sentencia T-343 del 05-05-2011. M.P: Humberto Antonio Sierra Porto.


�Corte Constitucional. Sentencias T-553 del 18-07-2002. M. P. Alfredo Beltrán Sierra y T-368 del 08-04-2005. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


�Corte Constitucional. Sentencia T-1113 del 28-10-2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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